
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 20 DE LA LEY DE NACIONALIDAD, A CARGO DE 

LA DIPUTADA ANA LILIA HERRERA ANZALDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

La que suscribe, diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la 

Constitución Política, los artículos 6, fracción I; 66, 68, 71, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma 

la fracción II del artículo 20 de la Ley de Nacionalidad, con el siguiente 

Planteamiento y argumentación 

La iniciativa que se expone, la presento en correlación al proyecto de decreto por el que se reforman las 

fracciones I y II apartado B) del artículo 30 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la 

cual soy promovente y que da origen a la armonización de lenguaje que se justifica en el siguiente 

planteamiento y argumentación. 

La Ley de Nacionalidad, como es de nuestro conocimiento, es reglamentaria de los artículos 30, 32 y 37, 

apartados A y B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que las modificaciones 

que se plantean a estos artículos deben ser reflejados en la legislación secundaria. 

Derivado de lo anterior, la presente iniciativa tiene el propósito de fortalecer los parámetros generales respecto 

del principio de igualdad y la no discriminación, generando un lenguaje incluyente, evitando la confusión, 

ambigüedad de la norma y, en su caso, la negación de los derechos, sobre todo en aquellos que su ejercicio se 

entiende tanto para hombres como para mujeres.
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Como lo he señalado, en la iniciativa de reforma constitucional, las diversas formas de discriminación, donde 

sea que éstas tengan lugar, en la familia, en la comunidad, en las relaciones intrapersonales o que sea perpetrada 

o tolerada por el Estado debe erradicarse, tal como lo ha manifestado la Organización de las Naciones Unidas y 

la Organización de los Estados Americanos y principalmente nuestra Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

Como legisladores, como parte integrante de los Poderes de la Unión, debemos asumir nuestra obligación de 

prevenir, erradicar y reparar cualquier tipo de violencia de género y más aún cualquier disminución al pleno 

disfrute de los derechos humanos. 

Nuestra Constitución como garante de protección a los derechos humanos establece los parámetros generales 

respecto del principio de igualdad y la no discriminación; el principio de igualdad
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 requiere que se reduzcan las 

desigualdades, es decir preservar los mínimos vitales, desapareciendo los obstáculos que la limitan e impiden el 

pleno desarrollo de las personas. Estamos obligados a delimitar estándares y realizar las modificaciones 

legislativas que permitan la valorización jurídica de las diferencias.
3
 

Las modificaciones que en materia de derechos humanos y de lenguaje incluyente se han realizado a la 

Constitución y a las leyes que de ella emanan representan un gran avance en el compromiso del Poder 

Legislativo hacia los mexicanos y mexicanas que es acorde con la evolución histórica, jurídica y social tanto en 

el derecho interno como en el internacional. 

La tarea de armonización es constante y no es una tarea nueva dentro del Congreso de la Unión, incluso se ha 

convertido en una práctica constante y básica para impulsar la inclusión, es en este sentido que la iniciativa que 

se presenta tiene como propósito evolucionar el entendimiento de la norma a partir de la inclusión. 



 

 
 

Como se ha expuesto, el artículo 30 de la Constitución, especial atención en lo señalado en el apartado B), el 

cual nace a partir de una modificación publicada el 31 de diciembre de 1974,
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con el propósito de hacer valer los 

derechos sobre nacionalidad de las mujeres que se casaban con extranjeros, pues tanto en la constitución vigente 

de 1934 como en la de 1969 los derechos inherentes al matrimonio eran exclusivos para hombres mexicanos y 

sus cónyuges. 

Es así que en el marco de las acciones de reivindicar los derechos de la mujer el Poder Legislativo realizó 

modificaciones para reconocerlas, como sujetas de derecho para contraer matrimonio con personas extranjeras y 

que a su vez sus cónyuges pudieran ser reconocidos como mexicanos por naturalización, siendo ésta la última 

reforma que se hizo a este artículo.
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 Como lo observamos, el propósito de la entonces reforma era reconocer la 

igualdad entre hombres y mujeres y sus cónyuges respecto del matrimonio con personas extranjeras según lo 

establece el apartado B) del artículo 30 de la Constitución en materia de nacionalidad. 

Derivado de lo anterior, la presente iniciativa tiene el propósito de sustituir los vocablos de género hombre y 

mujer por “personas”, en el mismo sentido en que se refiere el artículo 33 de la Constitución para hombres y 

mujeres de nacionalidad distinta a la mexicana,
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 es decir “personas extranjeras”.
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Lo anterior en armonía con lo dispuesto en diversos artículos de la Constitución política, principalmente en el 

artículo 1o. en el que se establece que “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 

mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo condiciones que esta Constitución establece”. 

La reforma que se propone se materializa en la fracción II del artículo 20 de la Ley de Nacionalidad, 

sustituyendo los vocablos de género hombre y mujer por “personas” y en el mismo sentido en que lo expresa 

el artículo 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al referirse a hombres y mujeres 

de nacionalidad distinta a la mexicana,
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 como “personas extranjeras”.
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a la consideración de esta honorable Cámara de Diputados 

la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción II del artículo 20 de la Ley de Nacionalidad 

Único. Se reforma la fracción II del artículo 20 de la Ley de Nacionalidad, para quedar como sigue: 

Artículo 20. El extranjero que pretenda naturalizarse mexicano deberá acreditar que ha residido en territorio 

nacional cuando menos durante los últimos cinco años inmediatos anteriores a la fecha de su solicitud, salvo lo 

dispuesto en las fracciones siguientes: 

I. ... 

a) al d) 

II. Las personas extranjeras que contraigan matrimonio con personas de nacionalidad mexicana , deberán 

acreditar que han residido y vivido de consuno en el domicilio conyugal establecido en territorio nacional, 

durante los dos años inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud. 

... 



 

 
 

... 

III. ... 

... 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 

1 Debemos tomar en cuenta que en nuestro orden jurídico existen normas que son aplicables respecto del 

género, por ejemplo la Ley de Acceso de la Mujeres a una vida Libre de Violencia 

2 Ferrajoli, Luigi (2010), “El principio de igualdad y la diferencia de género”, en Cruz Parcero, Juan A. y 

Rodolfo Vázquez, (coords)., Debates constitucionales sobre derechos humanos de las mujeres, SCJN-

Fontamara, México, pp. 2. 

3 Ibídem, pp. 8. 

4 Disponible en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_re f_079_31dic74_ima.pdf 

5 El 20 de marzo de 1997, se publicó en el Diario Oficial de la Federación una modificación a la fracción II 

apartado B) artículo 30 de la Constitución a fin de agregar, que además de contraer matrimonio con mujer o 

varón mexicanos y establecer su domicilio en Territorio Nacional, los extranjeros, para ser considerados como 

mexicanos por naturalización deberán cumplir “con los demás requisitos que al efecto señale ley”. Es por lo 

que, para efecto de la exposición de motivos de la presente iniciativa, no se considera como fundamento de la 

presente iniciativa. 

Fuente de consulta del Diario Oficial de la Federación para el Decreto publicado el 20 de marzo: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_137_20mar97_i ma.pdf  

6 Se utiliza el término “nacionalidad mexicana”, de conformidad por lo dispuesto en el artículo 30 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: “Artículo 30. La nacionalidad mexicana se adquiere 

por nacimiento o por naturalización.” 

7 El término “personas extranjeras”, es utilizado en el Capítulo III denominado “De los extranjeros” en el 

artículo 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: “Artículo 33. Son personas extranjeras 

las que no posean las calidades determinadas en el artículo 30 constitucional y gozarán de los derechos 

humanos y garantías que reconoce esta Constitución.” 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_137_20mar97_i%20ma.pdf


 

 
 

8 Se utiliza el término “nacionalidad mexicana”, de conformidad por lo dispuesto en el artículo 30 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: “Artículo 30. La nacionalidad mexicana se adquiere 

por nacimiento o por naturalización.” 

9 El término “personas extranjeras”, es utilizado en el Capítulo III denominado “De los extranjeros” en el 

artículo 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: “Artículo 33. Son personas extranjeras 

las que no posean las calidades determinadas en el artículo 30 constitucional y gozarán de los derechos 

humanos y garantías que reconoce esta Constitución.” 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de septiembre de 2018. 

Diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo (rúbrica) 

 

 


